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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 23 de noviembre de 2022. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar el artículo 3 y adicionar un Sexto Capítulo al Título 

Tercero, de la Ley de Participación Ciudadana del Estado de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 31 de 

octubre de 2022, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 41, celebrada el 4 de noviembre del año 2022, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 44, celebrada el 23 de 

noviembre de 2022, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario de «Morena», 

de reformar el artículo 3 y adicionar un Sexto Capítulo al Título Tercero, 

de la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Guanajuato,  y que 

en lo esencial hace referencia a los argumentos que a continuación se 

exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

En palabras del promovente, la presente iniciativa es 

complementaria a las reformas realizadas en materia de revocación de 

mandato, a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 

2019, y en la Constitución Local el 30 de septiembre de 2022, a través de 

las cuales se reconoce dicho instrumento. 

A lo largo de las últimas décadas, las reformas políticas en América 

y el mundo han supuesto la importancia de la participación 

institucionalizada en asuntos del orden público, en el ejercicio de 

derechos políticos y el fortalecimiento de la democracia. 

En este sentido, el derecho a participar directamente en la 

dirección de los asuntos públicos se encuentra expresamente 

reconocido como un derecho político en diversos instrumentos del 

Derecho Interamericano, tal como la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos1 (CADH), mejor conocida como Pacto de San José, 

adoptada por nuestro país el 24 de marzo de 1981, que conforme al 

artículo 23 establece el derecho a participar directamente en la 

dirección de los asuntos públicos: 

Articulo 23. Derechos Políticos  

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades:  

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 

por medio de representantes libremente elegidos;  

Así como la Carta Democrática Interamericana, que reconoció el 

derecho a la participación directa y reafirmó la importancia de la 

participación en los asuntos de interés público, estableciendo en sus 

artículos 2 y 6 lo siguiente:  

Articulo 2. El ejercicio efectivo de la democracia representativa es la base 

del estado de derecho y los regímenes constitucionales de los Estados 

Miembros de la Organización de los Estados Americanos. La democracia 

representativa se refuerza y profundiza con la participación permanente, ética 

y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al 

respectivo orden constitucional.  

Artículo 6. La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a 

su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una 

condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. 

Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la 

democracia 

 
1  Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derechos Humanos, en San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969, entrada en vigor el 18 de 
julio 1978.   
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Luego entonces, en toda Latinoamérica se han venido 

implementando mecanismos de democracia directa como 

procedimientos institucionalizados para lograr esta participación 

ciudadana2 en las democracias representativas, tal como el que nos 

ocupa ahora: la revocación de mandato. 

De forma general, la iniciativa de reforma se considera viable, pues 

se encuentra acorde a las citadas reformas de las Constituciones federal 

y local. No obstante se tienen algunos comentario en lo particular. 

Cabe precisar que a nivel federal, el Congreso de la Unión decidió 

aprobar la Ley Federal de Revocación de Mandato3, y mantenerla 

separada de la también vigente Ley Federal de Consulta Popular, por lo 

que se pone a consideración del Congreso Estatal incluir la regulación 

de la revocación  de mandato en la Ley de Participación Ciudadana 

del Estado de Guanajuato, o si sería pertinente generar una legislación 

especial. 

Además de lo anterior, algunos artículos de esta nueva ley federal 

ya han sido declarados inválidos por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, declaratoria a la que más a delante se hará referencia y que 

surtirá sus efectos a partir del 15 de diciembre de este año. Por lo que, 

en caso de no generar una ley especial, también se pone a 

consideración si el proceso de revocación de mandato debería incluirse 

en la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de 

 
2 José Guillermo García, Los mecanismos de democracia directa como procedimientos institucionales de 
participación ciudadana en Argentina, Revista Mexicana de  ciencias políticas y sociales, vol.51 no.205, 
Ciudad de México, ene./abr. 2009. Consultada en: 
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0185-19182009000100005#nota 
3 Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de septiembre de 2021. 
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Guanajuato, en lugar de la Ley de Participación Ciudadana. 

Respecto de la evaluación de impacto, se considera conveniente 

precisar que, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 209 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato, se 

requiere lo siguiente:  

a. En la evaluación de impacto administrativo, establecer cuáles 

son los ajustes que deberá realizar la autoridad electoral, señalando al 

menos si se considera necesaria la integración de una nueva área 

dentro de su organigrama.  

b. En la evaluación de impacto presupuestario, establecer a 

cuanto ascendería la partida presupuestal para implementar el 

mecanismo de revocación de mandato.  

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

1. El artículo 43 bis establece un mínimo de tres por ciento de las 

personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito geográfico 

de que se trate, como suficiente para solicitar la revocación de 

mandato, contrastando con lo dispuesto en la exposición de motivos 

de la presente iniciativa y con lo dispuesto por el artículo 30 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, en los 

que se establece un mínimo del diez por ciento para la revocación del 

Gobernador del estado.  

Se recomienda esclarecer esta diferencia, o bien señalar un solo 

porcentaje tanto para el gobernador como para cualquier otro puesto 

político. 
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2. El artículo 43 ter, refiere a “la consulta de revocación de 

mandato”, cuando probablemente se refiera al “procedimiento de 

revocación de mandato” que establece la Constitución de nuestro 

Estado. Se sugiere homologar la denominación o, en su caso, definir el 

concepto “consulta de revocación de mandato”. 

3. La fracción V del artículo 43 quater, la fracción 6 del artículo 43 

sexies, así como el último párrafo del artículo 43 septies, los artículos 43 

decies y 43 duodecies, refieren un “proceso de consulta de revocación 

de mandato” sin que este sea definido ni diferenciado del 

“procedimiento de revocación de mandato”, por lo que se considera 

conveniente definir cual es este proceso y establecer el vínculo entre 

el “proceso de consulta” y el “procedimiento”, estableciendo que el 

procedimiento incluye la solicitud, la organización del proceso de 

consulta, y los medios de impugnación de la revocación de mandato. 

4. Respecto al artículo 43 septies, último párrafo, se establece que 

el Instituto Electoral local decidirá el número de casillas que se 

instalarán y posteriormente dice que las casillas deben instalarse en el 

mismo número en el que resultó electa la persona funcionaria sometida 

a revocación de mandato, por lo que entonces no sería atribución del 

Instituto Electoral decidir el número de casillas en esta instancia. Se 

considera conveniente aclarar esta contradicción. 

Respecto del mismo artículo y párrafo, se considera conveniente 

que la ley disponga lo conducente en el caso de diputadas y 

diputados electos por el principio de representación proporcional, 

evitando así la incertidumbre legal. 
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5. En cuanto al artículo 43 nonies, que señala que una vez 

recabadas la totalidad de actas de escrutinio y el resultado final del 

proceso, se remitirá el expediente completo al Tribunal Electoral, el cual 

declarará la validez oficial de los resultados tomando en cuenta la 

información recibida, y lo publicará en el Periódico Oficial del Gobierno 

del Estado y en la plataforma del Instituto, conviene señalar lo siguiente: 

a) Es necesario señalar que ni la Constitución del Estado, la Ley de 

Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de 

Guanajuato, ni el Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado 

de Guanajuato, establecen las competencias para que el Tribunal 

Electoral pueda declarar la validez oficial de los resultados obtenidos 

en el proceso de consulta de revocación de mandato. Por lo que se 

recomienda que la presente reforma se implemente de manera 

integral con las demás disposiciones, a efecto de evitar 

contradicciones o vacíos legislativos. 

b) La propuesta señala que será el Tribunal quien realice la 

publicación en el Periódico Oficial del Estado, la Plataforma del Instituto 

y al menos en un periódico de circulación nacional. No obstante, si el 

encargado de todo el proceso es el Instituto Electoral del Estado, lo 

correcto sería que este se encargara de la publicación. Además de 

que es el Instituto el encargado de la “Plataforma del Instituto”, no así 

el Tribunal Electoral. 

Por lo tanto, se recomienda esclarecer lo anterior para efecto de 

que, una vez declarada la validez (por el instituto o el tribunal en su 

caso), se mande al Instituto la publicación en los medios 

correspondientes. 
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6. Por lo que respecta al último párrafo de este artículo 43 nonies, 

en el cual se remite a la Ley de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Guanajuato, para efecto de la 

promoción y resolución de los medios de impugnación. Se considera 

una omisión legislativa, pues ordena remitir a las sanciones, 

procedimiento y autoridades previstas en una diversa Ley, sin que en 

ella exista referencia alguna al procedimiento de revocación de 

mandato. Lo que se traduce en la falta de operatividad y eficacia de 

la norma puesta a consideración. 

Tal argumento se ve fortalecido por la declaratoria de invalidez4 

del Artículo 59 de la Ley Federal de Revocación de Mandato, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de septiembre de 

2022.  

7. El artículo 43 decies establece una prohibición a los actos de 

campaña, pero no establece un régimen sancionador, que también 

podría considerarse una omisión, esto en relación con la declaratoria 

de invalidez del Artículo 61 de la Ley Federal de Revocación de 

Mandato, conforme a la citada resolución de la Acción de 

Inconstitucionalidad 151/2021. 

8. Finalmente, el artículo 43 duodecies, el numeral que 

corresponde es 43 undecies. 

En este mismo artículo se considera conveniente establecer de 

manera expresa que la revocación de mandato solo procederá por 

 
4 SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 151/2021. 



 

10 
 

mayoría absoluta de los votos emitidos. Lo anterior con la finalidad de 

evitar confusión de que se refiere a la mayoría absoluta del listado 

nominal de electores en el ámbito de que se trate. 


